LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Imposibilidad de presentar reclamaciones – Fuerza vinculante 
En relación con la imposibilidad de presentar reclamaciones judiciales, de naturaleza contractual, cuando no se hicieron salvedades en el acta de liquidación, esta Corporación ha precisado: Conviene anotar que la liquidación del contrato es una actuación administrativa posterior a su terminación normal o anormal, cuyo objeto es el de definir si existen prestaciones, obligaciones o derechos a cargo de las partes, hacer un balance de las cuentas y proceder a las reclamaciones, ajustes y reconocimientos a que haya lugar, para así dar finiquito y paz y salvo a la relación negocial. Atendiendo la naturaleza y finalidad de la liquidación del contrato, ha sido criterio reiterado de esta Sala que, cuando se realiza la liquidación entre la administración y su contratista, si no se deja salvedad en el acta en relación con reclamaciones que tengan cualquiera de las partes, no es posible que luego se demande judicialmente el pago de prestaciones surgidas del contrato. El hecho de que al momento de la liquidación final del contrato el contratista no haya reclamado, o dejada salvedad en relación con aquellos conceptos que consideraba insolutos, le impide demandar a través de un proceso judicial su reconocimiento. La liquidación finiquita la relación entre las partes del negocio jurídico, por ende, no puede con posterioridad demandarse reclamaciones que no hicieron en ese momento…. Así las cosas, una vez se ha liquidado el contrato por mutuo acuerdo de los contratantes, sin que se hayan consignado salvedades en el mismo, dado el carácter bilateral del acto, no es posible entablar una reclamación judicial en relación con el contrato liquidado, a menos que se invoque algún vicio del consentimiento (error, fuerza, o dolo) o que dicha liquidación haya sido suscrita con salvedades o reparos por alguna de la partes en el mismo momento de su firma, lo cual reserva la posibilidad del objetante de reclamar judicialmente. 

En ese orden de ideas, al suscribir el acta de liquidación bilateral, eran vinculante el contenido y alcance del citado documento, puesto que constituye una nueva manifestación de voluntad, de manera autónoma, en la que las partes consignan los derechos, las obligaciones y las prestaciones pagadas o las que se encuentran insolutas; de este modo, en aras que sea posible acudir a la vía judicial para reclamar obligaciones pendientes, es preciso que las respectiva parte –contratante o contratista– haga la o las correspondientes salvedades, puesto que en caso contrario se atentaría contra el acto propio, lo que constituye un desconocimiento al principio de buena fe contractual.
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Actor: CARLOS GERMÁN ARROYAVE ZULUAGA 
Demandado: FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES 
PROCESO: ACCIÓN CONTRACTUAL 
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por el demandante contra la sentencia del 14 de diciembre de 2000, proferida por la Sala de Descongestión de los Tribunales Administrativos de Antioquia, Caldas y Chocó, en la que se decidió lo siguiente: 

“1. NIEGANSE (sic) LAS SÚPLICAS DE LA DEMANDA. 

“2. CONDENASE (sic) EN COSTAS AL DEMANDANTE.” (fl. 241 cdno. ppal. 2ª instancia – mayúsculas del original).  

I. ANTECEDENTES

1. Demanda y trámite procesal en la primera instancia

1.1. En escrito del 2 de agosto de 1993, el señor Carlos Germán Arroyave, mediante apoderado judicial, interpuso demanda de controversias contractuales contra el Fondo Nacional de Caminos Vecinales con la finalidad de que se acceda a las siguientes pretensiones:

“2.1. Que el FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES incumplió el contrato 17-0182-0-91 celebrado con el Ingeniero CARLOS GERMÁN ARROYAVE ZULUAGA para la construcción y mejoramiento del camino la CRISTALINA – HOJAS ANCHAS, entre las abscisas K 15+0000-000-K 19+300 en los municipios de Neira y Salamina en el departamento de Caldas. 

“2.2. Que como consecuencia del incumplimiento del FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES, se alteró sustancialmente el equilibrio financiero del contrato. 

“2.3. Que la suspensión de trabajos por parte del Ingeniero CARLOS GERMÁN ARROYAVE tuvo por causa el incumplimiento contractual del FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES. 

“2.4. Que es nula la resolución 970 del 14 de mayo de 1993 expedida por la Dirección General del FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES por medio de la cual se impone una multa al Ingeniero CARLOS GERMÁN ARROYAVE ZULUAGA. 

“2.5. Que es nula la resolución 2789 del 25 de septiembre de 1992 expedida por el FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES y por medio de la cual se resuelven los recursos de reposición interpuestos contra la resolución de que trata el numeral anterior. 

“2.6. Que es nula la resolución 2061 del 28 de julio de 1992 expedida por el FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES y por medio de la cual se declara el incumplimiento del contrato 17-0182-0-91 celebrado entre el FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES y el Ingeniero CARLOS GERMÁN ARROYAVE ZULUAGA. 

“2.7. Que es nula la resolución 3264 del 4 noviembre de 1992 expedida por el FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES y por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición interpuesto contra la resolución de que trata el numeral anterior. 

“2.8. Que como consecuencia de la nulidad de las resoluciones de que tratan los numerales anteriores y del incumplimiento contractual por parte del FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES, es nula el acta de liquidación del contrato 17-0182-0-91 celebrada entre el FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES y el Ingeniero CARLOS GERMÁN ARROYAVE ZULUAGA. 

“2.9. Que como consecuencia de las declaraciones precedentes el Honorable Tribunal haga una nueva liquidación del contrato 17-0182-0-91 celebrado entre el FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES y el Ingeniero CARLOS GERMÁN ARROYAVE ZULUAGA, teniendo en cuenta todos los daños y perjuicios materiales (daño emergente y lucro cesante) que aparezcan establecidos en el proceso por los medios probatorios dentro de él y conforme a la cuantía que se establezca con los mismos medios en este proceso, causados al Ingeniero CARLOS GERMÁN ARROYAVE ZULUAGA por el incumplimiento del FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES. 

“2.10. Que se actualice el monto de la liquidación a que se refiere el numeral anterior, al momento de la ejecutoria de la sentencia. 

“2.11. Que se condene al FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES al pago de los intereses comerciales que se causen a partir de la ejecutoria de la sentencia que ponga término a la acción, conforme lo establece el artículo 177 del Código Contencioso Administrativo. 

“2.12. Que conforme al artículo 140 del Código Contencioso Administrativo el Honorable Magistrado ponente fije en la admisión de la demanda el monto de la caución para garantizar el pago del valor total de la liquidación del contrato en contra del Ingeniero CARLOS GERMÁN ARROYAVE ZULUAGA, con los recargos a que haya lugar en cuanto fuere desfavorable la sentencia al actor.

“PRETENSIÓN SUBSIDIARIA

“2.13. Que en caso de no fijarse la caución y que en el curso del proceso el FONDO NACIONAL DE CAMINOS VECINALES haga efectivo el valor de la liquidación del contrato en contra del Ingeniero CARLOS GERMÁN ARROYAVE ZULUAGA por jurisdicción coactiva, se condene a la entidad demandada a devolver al interesado el valor cobrado, con los intereses corrientes hasta la fecha de ejecución de la sentencia. 

“2.14. Que el Honorable Tribunal me reconozca como apoderado del Ingeniero CARLOS GERMÁN ARROYAVE ZULUAGA en los términos del poder conferido.” (fls. 3 y 4 cdno. ppal. – mayúsculas del original) 

Como fundamento de las pretensiones se expusieron, en síntesis, los siguientes hechos: 

1.1.1. El 11 de octubre de 1991 el Fondo Nacional de Caminos Nacionales abrió la licitación pública No. 007, la cual se cerró el 23 del mismo mes y año, y cuyo objeto era la contratación de la construcción y mejoramiento del camino La Cristalina – Hojas Anchas, entre las abscisas K 15+0000-000-K 19+300 en los municipios de Neira y Salamina en el departamento de Caldas.

1.1.2. El 23 de octubre de 1991 el ingeniero Carlos Germán Arroyave presentó propuesta para ese procedimiento de selección. 

El 21 de noviembre de esa anualidad, el Fondo Nacional de Caminos Vecinales celebró con el ingeniero Carlos Germán Arroyave Zuluaga el contrato número 17-0182-91. 

1.1.3. En el negocio jurídico se especificaron los tramos de mantenimiento de la vía, entre las abscisas  K 15+000 – K 16+000 y K 17+800 – K 19+300, y el tramo de construcción, entre las abscisas K 16+600 y K 17+800. 

Al iniciar la obra el señor Carlos Germán Arroyave no recibió diseños, planos y carteras de la misma, como era de esperar, de conformidad con lo dispuesto en el pliego de condiciones. 

El 17 de enero de 1992, el contratista solicitó por escrito al interventor de la obra, copias de las carteras fotográficas, sin que el Fondo Nacional le diera respuesta a la solicitud. 

1.1.4. Una comisión de topografía del Fondo Nacional de Caminos Vecinales elaboró durante el mes de enero de 1992 las carteras correspondientes al tramo faltante de la vía comprendido entre las abscisas  K 16+086 y K 16+816, único objeto de construcción total y no de mejoramiento. 

Las carteras entregadas al contratista, reflejo de las condiciones reales del terreno en el que se construyó la obra, no corresponden con los “cuadros de características físicas y de cantidades según trazado”, contenidos en los pliegos de condiciones elaborados por la entidad demandada, los cuales fueron la base para la elaboración de la propuesta presentada por el ingeniero Arroyave Zuluaga.

1.1.5. Como consecuencia de las nuevas características, que variaron lo pactado, se presentó la necesidad de efectuar variaciones sustanciales en el ítem 1.02.02: terraplenes compensados, que aumentó de 1.000 a 5.000 m3, y en el ítem 4.01.01: remoción de derrumbes con máquina, que aumentó de 1.230 a 2.230 m3. 

Por la misma causa, fue necesario realizar una modificación al programa de trabajo e inversiones para desplazar la ejecución del afirmado de los meses de marzo y abril, al mes de mayo, último mes del contrato en el que se debía efectuar esta labor. 

1.1.6. Una vez empezada la ejecución del negocio jurídico, el ingeniero contratista se percató de que la construcción no iniciaba en el K 16+600 como lo había enunciado la entidad, sino en el K 16+086. También advirtió el contratista que la roca no se encontraba concentrada en el kilómetro 17 en volumen de 18.000 m3, como lo decían los pliegos, sino que parte de ella estaba ubicada en el kilómetro anterior. 

Estas alteraciones hicieron que el programa de trabajo e inversiones se alejara sustancialmente de la realidad. Las nuevas condiciones redujeron sustancialmente el ritmo del mismo por cuanto la roca del kilómetro 16 no se encontraba concentrada. De una parte no era posible avanzar con la velocidad que lo haría en un terreno compuesto por conglomerado de tierra y, de otra, el avance en la roca no podía ser el esperado porque la excavación de pocos volúmenes y además dispersa a lo largo del terreno, es más costosa y demorada que el hacerlo contra la piedra que se hallaba concentrada. 

1.1.7. Ante la solicitud de construir obras por fuera de las metas físicas del contrato, el demandante presentó al interventor, análisis unitarios que fueron rechazados. A lo largo del negocio jurídico aquél manifestó animadversión por el ingeniero Arroyave Zuluaga. 

Ante el grave perjuicio económico y el necesario retraso de la obra debido a la alteración de las condiciones físicas expuestas en el pliego de condiciones, sumado a la negativa de la entidad de brindar soluciones, el ingeniero se vio obligado a suspender los trabajos el 7 de abril de 1993. 

1.1.8. El Fondo Nacional de Caminos Vecinales incurrió en mora en la cancelación del anticipo y de las actas de obra. 

1.1.9. Mediante resolución No. 970 del 14 de mayo de 1992, el Fondo Nacional de Caminos Vecinales impuso al ingeniero Carlos Germán Arroyave Zuluaga multa de dos millones de pesos, basado en el presunto incumplimiento del programa de trabajo e inversiones. 

1.1.10. En la resolución No. 2789 del 25 de septiembre de 1992, la entidad resolvió el recurso de reposición, en el sentido de disminuir el valor de la sanción impuesta.  

1.1.11. El 28 de julio de 1992, el Fondo Nacional de Caminos Vecinales declaró el incumplimiento del contrato y ordenó hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria. 

1.1.12. El 14 de agosto de esa misma anualidad, la entidad resolvió el recurso de reposición interpuesto contra el acto administrativo mencionado en el numeral anterior, para confirmarlo en todas sus partes. 

1.1.13. Mediante acta del 21 de noviembre de 1992, se liquidó el contrato de obra referido. 

1.1.14. En diciembre de 1992, el Fondo Nacional de Caminos Vecinales abrió una vez más licitación para la construcción y mejoramiento de la misma vía. En el nuevo procedimiento de selección se exponen cuadros de características físicas fundamentalmente disímiles a las que estaban contenidas en el pliego de condiciones que se había integrado al contrato suscrito con el ingeniero Carlos Arroyave Zuluaga. 

Como concepto de la violación, se sostuvo que los actos demandados desconocen las normas en las que debieron fundarse, de manera concreta, las disposiciones del Código Civil y el Decreto ley 222 de 1983, por cuanto el incumplimiento del contratista tuvo origen en la excepción de contrato no cumplido de que trata el artículo 1609 de esa codificación. 

1.2. El Tribunal Administrativo de Caldas admitió el libelo demandatorio en auto del 24 de septiembre de 1993 (fls. 59 y 60 cdno. ppal.); el 23 de agosto de 1994, se abrió a pruebas el proceso para decretar las solicitadas por las partes (fls. 150 y 151 cdno. ppal.) y, por último, en proveído del 17 de mayo de 1996, se corrió traslado para alegar de conclusión (fl. 196 cdno. ppal.). 

1.3. El Fondo Nacional de Caminos Vecinales, se opuso a las súplicas de la demanda. En apoyo de su defensa sostuvo que está acreditado el incumplimiento del contrato por parte del ingeniero contratista, para lo cual aportó la bitácora del interventor, documento en el que se registraron las visitas a la obra, los pormenores de los continuos atrasos y el palpable incumplimiento por parte del contratista (fls. 108 a 124 cdno. ppal.). 

1.4. En la etapa de alegatos de conclusión intervino la demandada y el Agente Delegado del Ministerio Público. El Fondo Nacional de Caminos Vecinales solicitó se denegaran las súplicas de la demanda, ya que de las pruebas se desprende el reiterado incumplimiento del contratista, no sólo en la realización tardía de las obligaciones, sino además en la falta del equipo exigido para las mismas (fls. 197 a 199 cdno. ppal.).  En similar dirección, el representante del Ministerio Público deprecó la negativa de las pretensiones de la demanda, ya que se constata la existencia de una numerosa correspondencia cruzada entre el interventor y el contratista, en la que se colige el incumplimiento reiterado del demandante (fls. 200 a 206 cdno. ppal.).  

2. Sentencia de primera instancia

En sentencia del 14 de diciembre de 2000, la Sala de Descongestión de los Tribunales Administrativos de Antioquia, Caldas y Chocó negó las súplicas de la demanda. En su criterio, del análisis del acervo probatorio se verificó el incumplimiento del demandante. 
Entre otros aspectos, el a quo, puntualizó lo siguiente: 

“(…) En ese orden de ideas la Sala prohíja el concepto del Procurador 28 en lo judicial…

“(…) A juicio del despacho, las afirmaciones del contratista sobre el incumplimiento de la administración, aparecen desvirtuadas y categóricamente con la prueba documental que obra en el proceso en escritos no tachados o redargüidos (sic) de falsos, con preeminencia sobre la prueba testimonial brindada por personas que prestaron servicios a la entidad demandada, pues como bien lo enseña el doctor Carlo Betancur Jaramillo en su obra “Derecho Procesal Administrativo”, tercera edición, 1992, página 327, la prueba documental es de trascendental importancia dentro del proceso, “por ser la forma documentada la que predomina en la esfera administrativa.”

“Respecto del cargo de haber existido animadversión del interventor de la obra con el ingeniero Arroyave Zuluaga, no aparece prueba que acredite tal circunstancia y en cambio se observa una conducta bastante clara de la Administración para que el demandante diera cabal cumplimiento a los programas de trabajo. 


“Ante la demostración del incumplimiento del contrato, esta situación constituye causa eficiente para sancionar con multa al ingeniero Carlos Gennan (sic) Arroyave, declarar el incumplimiento del contrato No. (…) y ordenar hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria…, sin que ninguna de las razones expuestas por el demandante haga variar tales determinaciones. Con base en estas consideraciones la no (sic) se accederá a las súplicas de la demanda. 

“(…)” (fls. 221 a 240 cdno. ppal. 2ª instancia).

3. Recurso de apelación

Inconforme con la decisión, el demandante interpuso recurso de apelación (fls. 246 cdno. ppal. 2ª instancia), que fue concedido por el a quo en proveído del 5 de abril de 2001 (fls. 248 y 249 cdno. ppal. 2ª instancia) y admitido por esta Corporación en auto del 19 de octubre del mismo año (fl. 269 cdno. ppal. 2ª instancia). 

El recurso fue desarrollado como se expone a continuación (fls. 265 a 268 cdno. ppal. 2ª instancia): 

3.1. El cruce de comunicaciones entre el demandante y el interventor, no refleja el incumplimiento por parte del contratista, pues si se mira detenidamente lo que evidencia es la desatención de las obligaciones contractuales por parte del Fondo Nacional de Caminos Vecinales. 

3.2. Es tan cierto que la entidad demandada no entregó al contratista los diseños, planos y carteras de la obra, que en ninguna parte del proceso aparece constancia sobre el particular. 

3.3. La sentencia recurrida no hace el más mínimo análisis sobre el proceder omisivo de la entidad demandada frente a las constates peticiones del demandante para el envío de la documentación por él requerida a efecto de no ver entrabado el desarrollo de la obra contratada. 

3.4. Es claro entonces, que el incumplimiento en la ejecución de la obra contratada obedeció única y exclusivamente a causas imputables al Fondo Nacional de Caminos Vecinales y, por tal motivo, debe condenarse a esta entidad en la forma solicitada en el escrito de demanda. 

3.5. Por último, debe decirse que sin lugar a dudas los derechos constitucionales de defensa y al debido proceso fueron desconocidos al señor Carlos Arroyave, como quiera que no se le garantizó, antes de la imposición de la multa, la posibilidad de intervenir en un procedimiento en el que se notificara la apertura del trámite sancionatorio contractual, así como la posibilidad de solicitar pruebas y contradecir las allegadas por la contratante.  

4.  Alegatos de conclusión

En auto del 2 de noviembre de 2001 (fl. 271 cdno. ppal. 2ª instancia), se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión, etapa durante la cual se guardó silencio. 

II. CONSIDERACIONES

Cumplidos los trámites propios del proceso, sin que exista causal alguna de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a resolver el asunto sometido a consideración, a través del siguiente derrotero: 1) competencia de la Sala, 2) los hechos probados, 3) valoración probatoria y conclusiones y 4) costas. 
1. Competencia de la Sala

Se es competente para conocer de este proceso en segunda instancia, pues la pretensión mayor individualmente considerada, corresponde a la de daños materiales, en la modalidad de daño emergente, por valor de $8´323.289,oo
, suma que resulta superior a la exigida para que un proceso iniciado en el año de  1993, tuviera vocación de doble instancia, esto es, $6´860.000,oo, de conformidad con las reglas de competencia establecidas en el Decreto 597 de 1988. 

2. Los hechos probados
Del acervo probatorio que integra el proceso se destaca:

2.1. De folio 25 a 30 del cuaderno principal obra el acta de liquidación bilateral del contrato No. 17-0182-0-92, adiada el 21 de noviembre de 1992 y suscrita por las partes contratante y contratista, en la que se hace constar que el valor total del contrato correspondió a $68.232.893,98; la suma del anticipo $15.906.174,22 y las multas $8.323.289,oo. 

En aquélla se dijo que existía un saldo en contra del contratista de $19.291.204,oo. De igual forma, es preciso señalar que en el citado documento el ingeniero Carlos Germán Arroyave Zuluaga no dejó ninguna constancia en la que se indicara la discrepancia respecto al contenido y alcance del mismo. 

2.2. Copia íntegra y auténtica de la resolución No. 2061 del 28 de julio de 1992, por medio de la cual el Director General del Fondo Nacional de Caminos Vecinales declaró el incumplimiento del contrato No. No. 17-0182-0-92, y ordenó hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria (fls. 39 a 41 cdno. ppal.). 

2.3. De folio 31 a 36 del cuaderno principal se aprecia copia íntegra y auténtica de la resolución No. 3264 del 4 de noviembre de 1992, suscrita por el Director General del Fondo Nacional de Caminos Vecinales, a través de la cual se confirmó en todas sus partes el acto administrativo referido en el numeral anterior.

2.4. Copia íntegra y auténtica de la resolución No. 0970 del 14 de mayo de 1992, proferida por el Director General del Fondo Nacional de Caminos Vecinales en la que se impuso una multa al contratista Carlos Germán Arroyave (fls. 51 a 53 cdno. ppal.). 

2.5. De folio 44 a 48 del cuaderno principal reposa copia íntegra y auténtica de la resolución No. 2789 del 25 de septiembre de 1992, en virtud de la cual se modificó parcialmente el acto administrativo señalado en el numeral anterior.

2.6. Copia íntegra y auténtica del contrato de obra No. 17-0182-0-91 signado por el Fondo Nacional de Caminos Vecinales (contratante) y el ingeniero Carlos Germán Arroyave Zuluaga (contratista) en el que se convino, entre otros aspectos, lo siguiente:    

“CLÁUSULAS: PRIMERA- OBJETO: EL CONTRATISTA se obliga a ejecutar para CAMINOS VECINALES, a precios unitarios, en los términos que señale este contrato todas las obras necesarias para la construcción y mejoramiento del CAMINO LA CRISTALINA – HOJAS ANCHAS entre las abscisas K15+000-K19+300, municipio(s) de NEIRA, SALAMINA, Departamento de CALDAS de acuerdo con los planos y especificaciones suministrados por CAMINOS VECINALES… TERCERA- VALOR: el valor del contrato comprende un VALOR BÁSICO que asciende a la cantidad de cincuenta y siete millones seiscientos treinta y un mil sesenta y seis pesos con cero centavos M/cte ($57.631.066,oo), que resulta de la suma de los productos de los precios unitarios por sus respectivas cantidades de obra, según la propuesta corregida contenida en sesenta y cinco (65) folios, más un VALOR ESTIMADO PARA LOS AJUSTES que se desconozcan de conformidad con la cláusula décima sexta de la Resolución No. 04811 del 11 de diciembre de 1989 por la cantidad de diez millones seiscientos un mil ochocientos veintisiete pesos con noventa y ocho centavos M/cte ($10.601.827,98), para un VALOR TOTAL ESTIMADO DEL CONTRATO de Sesenta y ocho millones doscientos treinta y dos mil ochocientos noventa y tres pesos con noventa y ocho centavos M/cte ($68.232.893,98)… DÉCIMA- NORMAS, CLÁUSULAS INCORPORADAS Y DECLARACIONES: este contrato se rige por el Decreto ley 222 de 1983 y las normas que lo complementen, modifiquen o reformen y, además, por las cláusulas previstas en la Resolución No. 04811 del 11 de diciembre de 1989, 0215 del 1 de febrero de 1990 y 866 del 18 de abril de 1991 expedidas por la Dirección General del Fondo Nacional de Caminos Vecinales…” (fls. 56 a 58 cdno. ppal.). 

2.7. Cuaderno original de interventoría, en el que se consignó, entre otros aspectos, lo que se transcribe: 

“(…) Lunes enero 20/92

“Se inicia construcción de campamento en quiebra del Guayabo (K16+100). La explanación no se inicia; no hay buldózer (sic) y el track drill se encuentra parado por falta de una batería (según manifestación del operario). 

“Se autoriza la limpieza de alcantarillas, de acuerdo a las indicaciones que para tal efecto dé el interventor. 

“No se encuentra persona alguna encargada de los trabajos por parte del contratista. 

“El 14 ene/92 fueron localizadas (12) doce alcantarillas por el Guayabo y ocho (8) por la cumbre aún no se ha colocado la “valla de información”. 

“El track drill llegó el domingo 19 de enero de 1992. 

“Viernes enero 20

“Aún no se coloca la valla de información. No hay buldózer (sic) en el frente de trabajo. Este día se inician excavaciones para las alcantarillas. 

“Se hace énfasis en la consecución de personal para las obras de drenaje, así como, para la limpieza de las obras que aún no se inician. 

“No hay materiales suficientes ni tubería en los sitios donde se construirán las alcantarillas. El contratista, por medio de un delegado, solicita autorización para usar arena de peña encontrada en la vía; se solicita análisis de laboratorio para tal fin. 

“Lunes febrero 3/92 

“Se elabora acta de obra No. 1, correspondiente al mes de enero. No participa el contratista, es decir, no se hace presente, no obstante haberse acordado conjuntamente esta fecha para el acta. 

“La explanación se comenzó el lunes 27 de enero, con un buldózer (sic) D6-C, el cual había llegado al frente de trabajo el día anterior. 

“Se solicita nueva/., iniciar la limpieza de las alcantarillas, ya que su obstrucción está acarreando deterioros a la vía. No hay persona en la construcción de las alcantarillas. 

“Aún no se instala la valla de información. 

“Viernes febrero 7/92 

“El track drill se encuentra trabajando, igual que el buldózer, a partir del K16+200. Se trabaja en la construcción de alcantarillas, entre el K15+000-K16+000. Aún no se comienza con la limpieza de las alcantarillas. 

“Se recomienda aumentar el personal para un mayor rendimiento de las actividades. 

“Al contratista se le solicita ensayo de laboratorio para una arena de peña encontrada en la vía, la cual será utilizada en caso de cumplir con las especificaciones. 

“Igualmente se le insiste acerca del fraguado de la tubería que construyen en la vía para las alcantarillas. Este día se encuentra instalada la valla de información. 

“Martes febrero 11

“No se encuentra ni el contratista ni ningún representante suyo en el frente de trabajo. 

“El track drill está varado; por consiguiente el buldózer (sic) fue parado desde el domingo 9, según los operarios, ya que no tiene nada para hacer. Se trabaja en la construcción de alcantarillas a muy bajo ritmo, ya que hace falta personal suficiente; así mismo faltan materiales y tubería. Se inició la limpieza de alcantarillas el lunes 10, con un solo obrero. No hay a quien darle instrucciones al respecto. 

“Febrero 11/92 3:00 p.m. 

“Se efectúa visita al sitio de las obras con la presencia del ingeniero Carlos Germán Arroyave Z., contratista, Ing. Rubén Darío López Gómez, Jefe de la Sección del FNCV Regional Caldas…

“(…) En el sitio donde va la explanación (K4+860) se encuentra un material que aparentemente puede ser removido por el tractor dispuesto en la obra sin capacidad de esperar la reparación del equipo de perforación. 

“(…) Viernes febrero 14

“En el tiempo de visita a las obras (9:00 a.m. a 1:00 p.m.) no se hizo presente ni el contratista, ni ningún representante de éste. 

“No se ejecutaba explanación alguna, ya que tanto el track drill como el buldózer (sic) continuaban en la misma situación del martes 11. Obras de drenaje no se construían; sólo había 5 obreros limpiando alcantarillas. Se le dan instrucciones al inspector para que insista ante el contratista sobre la necesidad de agilizar tanto la limpieza de alcantarillas como la remoción de derrumbes. 

“Viernes febrero 18

“No se encontró al contratista ni representante suyo en el frente de trabajo. 

“No se ejecutaba explanación alguna. El track drill estaba varado (según el operario). Según el operaro el buldózer, éste no tenía nada que hacer. 

“Se trabajaba en la construcción de alcantarillas. 

“No se hacía conservación (limpieza de alcantarillas y/o remoción de derrumbes). 

“Al personal que construye las alcantarillas se les advirtió sobre el cuidado con los materiales a utilizar, ya que se observó arrumes de gravilla revuelta con tierra. 

“Se le deja recomendación con el inspector al contratista, sobre el cuidado que debe tener en la explanación, ya que se observa que en algunos sitios donde el terraplén estaban cortando. 

“Febrero 19/92 miércoles 9:00 a.m. 

“Se reanuda la explanación con el equipo en óptimas condiciones, hay suficientes materiales para construcción de alcantarillas. 

“(…) Jueves febrero 20

“(…) Se conviene conjuntamente (interv- cont) hacer recibo de obra para acta No. 2 correspondiente a febrero, para el viernes 6 de marzo/92. Se recomienda al contratista aumentar las jornadas de trabajo para superar el atraso que se presenta por la demora en la llegada del equipo. También se le recomienda al interventor y contratista superar las dificultades presentadas para que no repercutan adelante en los problemas, en el desarrollo de la obra. 

“Supervisión y control. 

“(…) Febrero 25/92 martes hora 2+30 p.m.

“El buldózer caterpillar D6C, se vara aparentemente el daño es delicado. 

“El equipo de perforación trabaja normalmente igual con el personal que construye las alcantarillas. 

“(…) Martes 3 de marzo

“La explanación está suspendida por daño del buldózer, el cual debe remover un material de corte para que el equipo de perforación continúe con su labor. 

“La construcción de las obras se ejecuta, no con el ritmo adecuado, ya que se debe aumentar el personal, sobre todo la limpieza de las obras que aún no se hace a la medida de su necesidad… Se solicita la remoción del material sobrante de las excavaciones, para que no estorbe en la vía, así mismo se insiste sobre el cuidado en la limpieza del material para las alcantarillas…

“Marzo 04/92 miércoles hora 9:30 a.m. 

“Se solicita muy comedidamente al contratista la necesidad prioritaria de limpiar el material que se está utilizando, como gravilla, para las diferentes obras de drenaje, ya que día de ayer durante una inspección ocular realizada por el suscrito inspector de la obra, se notó que el muro de construcción ubicado en el K12+200 se estaba mezclando el concreto con gravilla o triturado totalmente revuelto con tierra, tal como se observa en los arrumes…

“(…) 

“Viernes abril 3

“En este día se hace visita conjunta con funcionarios de la Oficina Central: Subdirector de Ingeniería, Jefe de División Técnica, Asesor de la División Técnica, y funcionarios de la Regional, Director y Jefe Técnico. Se analiza con el contratista la situación real del contrato y se conmina a éste para que en el término de una semana se pronuncie en cuanto a la terminación del mismo en el plazo establecido; ya que su interés es el de entregar antes de su finalización sin hacer la inversión total. Se constató por parte de los asistentes el lamentable atraso en la ejecución de las obras (explanación, obras de drenaje, afirmado y conservación) y ningún interés en mejorar los rendimientos dados, ya que el contratista manifiesta haber agotado todos los recursos, sin obtener mejoras en los distintos frentes de trabajo. Sin embargo, por lo observado en el frente y en base a lo consignado en los “diarios de obra”, la causa del atraso presentado ha sido la mala administración del contrato lo que se reflejó en: escasa maquinaria trabajando en la explanación fundamento y base de este contrato. 

“(…)” (fls. 85 a 107 cdno. ppal.). 

2.8. De folio 197 a 210 del cuaderno principal obran las declaraciones de los ingenieros Carlos Alberto Henao y Rubén Darío López, exfuncionarios del Fondo Nacional de Caminos Vecinales, en el sentido de que se presentaron circunstancias que alteraron la ejecución del contrato, tales como la falta de diseños, así como las condiciones climáticas.  

3. Valoración probatoria y conclusiones

Se confirmará la decisión apelada, con apoyo en el siguiente razonamiento: 

3.1. Del acervo probatorio que integra el proceso no es posible arribar a las conclusiones expuestas por el actor en el libelo demandatorio. En primer lugar, existe una insuficiencia de medios de convicción que soporten los asertos desarrollados en la demanda y en el recurso de apelación; de otra parte, no correspondía a la entidad demandada, a diferencia de lo sostenido por el recurrente, aportar los medios de convicción que sirvieran de fundamento material a las súplicas de la demanda. 

3.2. En efecto, de conformidad con el artículo 177 del C.P.C., aplicable en virtud de la integración normativa que efectúa el artículo 267 del C.C.A., “corresponde a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.” 

En ese orden de ideas, en aras de acreditar un “supuesto” incumplimiento previo de la entidad contratante a partir del cual se habría generado, de manera consecuencial, la imposibilidad del contratista en la ejecución del contrato, era imprescindible que se documentara dicha circunstancia y, por lo tanto, que la misma reposara en el proceso como fundamento de la desatención obligacional a cargo del fondo demandado. 

A contrario sensu, la bitácora elaborada por la interventoría de la obra, y que fue allegada en original por el Fondo Nacional de Caminos Vecinales, es contundente en señalar que existieron múltiples, reiteradas y graves desatenciones por parte del contratista a las obligaciones que emanaban del contrato de obra No. 17-0182-0-91, máxime si muchas de las observaciones realizadas por el interventor fueron coadyuvadas por la entidad contratante o con presencia de funcionarios de la misma.

De allí que, a diferencia de lo sostenido por el ingeniero demandante, las pruebas que integran el plenario arrojan una conclusión disímil a la contenida en el libelo demandatorio y en la impugnación. 

3.3. En efecto, el incumplimiento sistemático del contratista quedó registrado día a día en las anotaciones del interventor, sin que esta prueba fuera tachada u objetada por el apoderado judicial del demandante; ni siquiera existe medio de convicción que brinde apoyatura a lo que no deja de ser simplemente una afirmación o conjetura sin fundamento alguno, consistente en que existía animadversión del interventor de la obra por el contratista Arroyave Zuluaga.  

3.4. De modo que no le bastaba al actor expresar un presunto incumplimiento previo de la entidad demandada en la entrega de los diseños, estudios y carteras del contrato de obra, en aras de que prosperara la excepción de contrato no cumplido del artículo 1609 del Código Civil
, puesto que era imprescindible que para que se decretara probada la misma y, por consiguiente, se advirtiera la renuencia o la mora de la entidad contratante en la entrega de los mencionados documentos contractuales, se allegara prueba de esa específica circunstancia.  

Por el contrario, se itera, el contratista inició la ejecución de las obras, y alcanzó a suscribir de manera conjunta con el interventor dos actas parciales de obra, en las que, de conformidad con el libro de interventoría, se dejaron las constancias del caso en relación con la inobservancia de los deberes contractuales a cargo del contratista y, principalmente, con el retraso en la ejecución de la obra debido a la falta de maquinaria, los daños que la misma presentó en varias oportunidades, la insuficiencia de personal en la obra, y el descuido en el manejo de materiales.  

3.5. De otra parte, obra en el proceso copia auténtica del acta de liquidación bilateral del contrato No. 17-0182-0-91, suscrita por ambos extremos de la relación jurídica negocial, en la que no se dejaron o consignaron salvedades por parte del contratista. A contrario sensu, la entidad contratante estableció los valores adeudados por el ingeniero Carlos Germán Arroyave Zuluaga.  

En relación con la imposibilidad de presentar reclamaciones judiciales, de naturaleza contractual, cuando no se hicieron salvedades en el acta de liquidación, esta Corporación ha precisado: 

“Conviene anotar que la liquidación del contrato es una actuación administrativa posterior a su terminación normal o anormal, cuyo objeto es el de definir si existen prestaciones, obligaciones o derechos a cargo de las partes, hacer un balance de las cuentas y proceder a las reclamaciones, ajustes y reconocimientos a que haya lugar, para así dar finiquito y paz y salvo a la relación negocial. Atendiendo la naturaleza y finalidad de la liquidación del contrato, ha sido criterio reiterado de esta Sala que, cuando se realiza la liquidación entre la administración y su contratista, si no se deja salvedad en el acta en relación con reclamaciones que tengan cualquiera de las partes, no es posible que luego se demande judicialmente el pago de prestaciones surgidas del contrato. El hecho de que al momento de la liquidación final del contrato el contratista no haya reclamado, o dejado salvedad en relación con aquellos conceptos que consideraba insolutos, le impide demandar a través de un proceso judicial su reconocimiento. La liquidación finiquita la relación entre las partes del negocio jurídico, por ende, no puede con posterioridad demandarse reclamaciones que no hicieron en ese momento…”. Así las cosas, una vez se ha liquidado el contrato por mutuo acuerdo de los contratantes, sin que se hayan consignado salvedades en el mismo, dado el carácter bilateral del acto, no es posible entablar una reclamación judicial en relación con el contrato liquidado, a menos que se invoque algún vicio del consentimiento (error, fuerza, o dolo) o que dicha liquidación haya sido suscrita con salvedades o reparos por alguna de la partes en el mismo momento de su firma, lo cual reserva la posibilidad del objetante de reclamar judicialmente...”
 (Negrillas adicionales). 

3.6. En ese orden de ideas, al suscribir el acta de liquidación bilateral, eran vinculante el contenido y alcance del citado documento, puesto que constituye una nueva manifestación de voluntad, de manera autónoma, en la que las partes consignan los derechos, las obligaciones y las prestaciones pagadas o las que se encuentran insolutas; de este modo, en aras que sea posible acudir a la vía judicial para reclamar obligaciones pendientes, es preciso que las respectiva parte –contratante o contratista– haga la o las correspondientes salvedades, puesto que en caso contrario se atentaría contra el acto propio
, lo que constituye un desconocimiento al principio de buena fe contractual
.

En otro pronunciamiento, la Sección discurrió sobre la materia en los siguientes términos: 

“Al respecto, la Sala quiere enfatizar la siguiente idea: las reclamaciones, constancias o inconformidades que deben constar en el acta son todas las que existan y hayan surgido a más tardar para el instante en que se suscribe la liquidación bilateral del contrato, de allí que si alguna parte del negocio estima que una decisión, actitud, comportamiento o hecho de la otra parte le causó un daño, debe ponerlo en conocimiento en ese momento, para que, eventualmente, se solucione el problema, y en caso de no lograrlo, para que la constancia le permita, posteriormente, acceder a la jurisdicción. Sin embargo, la excepción a esta regla se presenta cuando los hechos ocurren con posterioridad a la liquidación.

Por tanto, las reclamaciones formuladas durante la etapa de ejecución del contrato, y a las cuales no accedió la parte destinataria de las mismas, también deben constar en el acta, pues de no hacerlo ya no se podrán proponer; pese a la actitud intensa, proactiva y diligente que la parte interesada en ellas haya puesto a lo largo de la ejecución del negocio, con el fin de obtener una respuesta favorable…

“(…) De otro lado, si la razón de inconformidad radica en un acto administrativo que declara una obligación, y que el contratista discute -como el que impone una multa, o una cláusula penal, o la caducidad (como en el caso sub iudice)- también es necesario dejar constancia de esa insatisfacción, porque igualmente los efectos de esas decisiones integran los asuntos sobre los cuales las partes deben, primero, intentar conciliar las diferencias, y sólo si no lo hacen, expresarlo en el acta, para que luego puedan acudir al juez. De hecho, la sola circunstancia de que el motivo de inconformidad de una parte radique en un acto administrativo, y no en un hecho, un comportamiento, un mal pago, etc., no tiene por qué variar la tesis general: Que los motivos de inconformidad -cualquiera sea-, se deben expresar en la liquidación bilateral del contrato.

“La conclusión no varía si contra el acto administrativo -en su debida oportunidad-, se interpuso el recurso de reposición, para que se revoque o modifique la decisión. El simple hecho de hacerlo sólo da cuenta de que el contratista estaba inconforme con lo decidido, en ese momento, pero eso no lo exime de hacer constar en el acta su discrepancia, al final del contrato. De hecho, en este lugar también aplican las razones expuestas, esto es, que “Debe recordarse que el acto de liquidación se constituye en la expresión final de la autonomía de la voluntad de las partes que bien pueden disponer de sus derechos y obligaciones; puede acontecer que algo que fue motivo de inconformidad en el pasado resulte finalmente olvidado o que se haya comprendido -por la fuerza de las razones de la otra parte- que la exigencia no tenía razón de ser.”
 

“Ahora -para detallar el tema aún más-, desde luego que si el acto administrativo contractual se demanda durante la ejecución del contrato, y antes de que se liquide bilateralmente –lo cual es posible-, se confirma con pletóricas razones la tesis expuesta, toda vez que en tal caso la decisión de poner la diferencia en manos del juez, previo a que se liquidara el negocio jurídico, se ajusta a lo analizado. En otras palabras, todo esto pone a salvo la posibilidad que tienen las partes de acudir al juez antes de liquidar el contrato, sin que sea necesario dejar luego constancia, en el acta, sobre el conflicto que ya el juez tiene en sus manos.”

Por lo tanto, habrá lugar a confirmar la providencia apelada porque en el caso objeto de análisis no era posible que el demandante reclamara la nulidad de las resoluciones que impusieron las multas, decretaron el incumplimiento del contrato y ordenaron hacer efectiva la cláusula penal, ya que el acta de liquidación no contiene salvedades o glosas relacionadas con obligaciones pendientes o en discusión entre las partes
. 

Por último, la Sala se abstendrá de analizar el argumento contenido en el recurso de apelación relacionado con la supuesta violación o desconocimiento al derecho fundamental al debido proceso, como quiera que este cargo no está contenido y desarrollado en la demanda y, por lo tanto, no estuvo formulado en los hechos y el concepto de la violación, de manera que de avalarse el estudio de esta censura se estaría transgrediendo el derecho fundamental de defensa de la entidad demandada, lo cual deviene inadmisible, ya que ese específico tópico no se integró a la causa petendi de la controversia, aunado al hecho de que en el acta de liquidación bilateral, se insiste, no se dejaron consignadas o anotadas salvedades sobre este particular. 

En ese orden de ideas, se confirmará la decisión apelada, salvo en lo que corresponde a la condena en costas decretada por el a quo en contra del demandante. 
4. Costas

De conformidad con lo reglado en el artículo 171 del C.C.A., modificado por el artículo 55 de la ley 446 de 1998, no habrá lugar a condenar en costas a las partes, por cuanto no se evidencia que el recurrente haya actuado con temeridad o mala fe. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:

Primero. Modifícase la decisión apelada, esto es, la proferida el 14 de diciembre de 2000, por la Sala de Descongestión de los Tribunales Administrativos de Antioquia, Caldas y Chocó, la cual quedará así:  

“Primero. En consecuencia, deniéganse las súplicas de la demanda. 

“Segundo. Sin costas. 

Segundo. Ejecutoriada esta providencia, remítase el proceso al tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

OLGA VALLE DE DE LA HOZ



      ENRIQUE GIL BOTERO    

    Presidenta de la Sala  

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

� Que es la suma impuesta por concepto de multas. 


� “En los contratos bilaterales ninguno de los contratantes está en mora dejando de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumpla por su parte, o no se allana a cumplirlo en la forma y tiempo debidos.”


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 20 de septiembre de 2007, exp. 16370, M.P. Ruth Stella Correa Palacio. 


� “Si el contrato fue firmado por el contratista sin objeción alguna, hay que entender que aceptó la forma de pago en él plasmada, vale decir, “mediante presentación de cuenta de cobro acompañada del acta de recibo de la mercancía” y que le es aplicable en consecuencia, la doctrina de los actos propios según la cual  “a nadie es lícito venir contra sus propios actos”, lo cual le impedía demandar posteriormente derechos contractuales que debieron ser reclamados por el contratista en la debida oportunidad.” Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 3 de febrero de 2000, exp. 10399, M.P. Ricardo Hoyos Duque. 


� “La buena fe implica el respeto a la palabra empeñada, la escrupulosa y sincera observancia de las promesas y de los pactos, la veracidad y la constancia en los compromisos asumidos. En cuanto tal, se compendia en la constantia et veritas y en el fit quod dicitur a que alude Cicerón, lo que supone una relación igualitaria regulada por un acto de compromiso.” NEME Villareal, Martha Lucía “Venire contra factum proprium. Prohibición de obrar contra los actos propios y protección de la confianza legítima. Tres maneras de llamar a una antigua regla emanada de la buena fe” en: “Estudios de Derecho Civil Obligaciones y Contratos. Libro homenaje a Fernando Hinestrosa”, Ed. Universidad Externado de Colombia, Tomo III, Bogotá, 2003. 


� Sentencia de mayo 20 de 2009, exp. 16.076 -CP. Mauricio Fajardo Gómez-


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 14 de abril de 2010, exp. 17322, M.P. Enrique Gil Botero.  


� “En cuanto corresponde a la liquidación de los contratos de la Administración, ha de señalarse que dicha figura corresponde al balance final o corte definitivo de cuentas de la relación contractual, cuyo propósito fundamental es el de determinar quién le debe a quién y cuánto. Es por ello que el acto contentivo de la liquidación del contrato se encuentra señalado, de manera expresa, como integrante del título ejecutivo que en asuntos contractuales puede configurarse a favor de la correspondiente entidad estatal contratante (artículo 68-4, C.C.A.). Como es bien sabido, la liquidación de los contratos de la Administración pueden revestir alguna de las siguientes modalidades: bilateral, unilateral o judicial. Liquidación bilateral, corresponde al balance, finiquito o corte de cuentas que realizan y acogen de manera conjunta las partes del respectivo contrato, por tanto, esta modalidad participa de una naturaleza eminentemente negocial o convencional. La Jurisprudencia del Consejo de Estado ha destacado la naturaleza negocial de la liquidación bilateral al precisar que una vez convenida o acogida de conjuntamente y sin salvedades por las partes del respectivo contrato, dicha liquidación genera efectos vinculantes y no puede ser desconocida con el fin de alcanzar reconocimientos superiores o adicionales a los acordados en ella, ni siquiera acudiendo ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, a menos que se pretenda la nulidad de la liquidación por la ocurrencia de algún vicio que hubiere afectado su validez…” (Se destaca). Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 4 de diciembre de 2006, exp. 15239, M.P. Mauricio Fajardo Gómez. 





